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RECURSO DE REVISION 002/2022-2 OP

    RECURSO DE REVISIÓN 002/2022-2 OP.

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. jOSÉ aLFRE DO SOLIS rAMÍREZ 
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

sujeto OBLIGADO:

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria de 18 dieciocho de mayo de 2022 dos mil veintidós. 

VISTOS, par a resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

I. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta el sello de recibido por parte de la Oficina de la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, el 07 siete de diciembre de 2021 dos mil veintiuno, el solicitante de la información presentó un escrito  de solicitud de acceso a la información dirigido al Secretario de Educación de Gobierno del Estado, en el que solicitó la información siguiente
:
 “De la manera más atenta solicito que la C. Lilia Carolina Heredia Álvarez Directora de la Escuela Primaria Ramón G. Bonfil C.C.T. 24DPR3266H nos informe si los planes de trabajo de los ciclos escolares 2019- 2020 y 2021 fueron respaldados con los presupuestos anexos al documento de fecha 22 veintidós de noviembre del 2021 (del cual se anexa copia al presente” 

II. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 16 dieciséis de diciembre de 2021 dos mil veintiuno, el Presidente de la Asociación de Padres de Familia mediante oficio número 8/2021-2022, de 14 catorce de diciembre del referido año, notificó al solicitante el contenido del referido oficio, mismo que obra en autos
III. Interposición del recurso. El 14 catorce de enero de 2022 dos mil veintidós, recibido en la Oficialía de Partes de esta Comisión, el solicitante de la información interpuso el recurso de revisión por estar inconforme con respuesta emitida a su escrito de solicitud de información mencionada en el punto anterior.

IV. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de  20 veinte de enero de 2022 dos mil veintidós la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a esta ponencia correspondiente al Licenciado José Alfredo Solis Ramírez por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desecamiento según fuera el caso.

Al respecto, resulta importante mencionar a partir del día 1° primero de julio del año 2021 dos mil veintiuno, el H. Pleno de esta Comisión designó  al Licenciado José Alfredo Solis Ramírez, Comisionado adscrito a la ponencia 2 de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, de conformidad con el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí según su artículo 1°, concatenado con los diversos numerales 4° y 28°, segundo párrafo, así como, por acuerdo  “CEGAIP-910/2021.S.E.”, emitido  en la Sesión Extraordinaria del primero de julio de dos mil veintiuno, circunstancia que  la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno de este Órgano Colegiado asentó e hizo constar para los efectos legales conducentes. 
 
V. Auto de admisión y trámite. Por proveído del16 dieciséis de febrero de 2022 dos mil veintidós, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse las hipótesis establecidas en las fracciones IV y X del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, de la misma manera:

· Lo registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-02/2022-2 OP. 
· Tuvo por recibido en tiempo y forma el medio de impugnación. 
· Tuvo como sujeto obligado a la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, por conducto de su Titular a través de su Titular de la Unidad de Transparencia.

· Tuvo al recurrente por ofrecidas las documentales que adjuntó en su recurso de revisión –mismas que se admitieron y se desahogaron dada su especial naturaleza–.

· Se le tuvo al recurrente por señalado domicilio para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo, en ese auto se expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encuentra en una de las excepciones del derecho de acceso a la información.

· Si existe impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 


Por otra parte, se ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

VI. Informe del sujeto obligado. Por proveído del  03 tres de mayo de 2022 dos mil veintidós la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido oficio de número UT-0862/2021, de 07 siete de abril de 2022, signado por el Titular de la Unidad de Transparencia del sujeto obligado, junto con anexo. 
· Se reconoció la personalidad de los funcionarios públicos que comparecieron.
· Les tuvo por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por ofreciendo las pruebas documentales que adjuntó a los oficios de mérito. 
· Por señalado personas y domicilio para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se advirtió que no compareció a realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera – ofrecer pruebas y alegar
Del mismo modo, se decretó la ampliación del plazo para resolver el presente asunto, ello de conformidad con el Lineamiento Décimo Noveno de los Lineamientos para la Recepción, Sustanciación, Resolución y Cumplimiento de los Recursos de Revisión promovidos ante la CEGAIP, emitidos en la Sesión de Pleno Ordinaria de Consejo celebrada el 07 siete de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, y publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 15 de febrero de 2018 dos mil dieciocho.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 16 dieciséis de diciembre de 2022 dos mil veintidós el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer  el recurso de revisión transcurrió del día 17 diecisiete de diciembre de 2021 dos mil veintiuno al 21 veintiuno de enero de 2022 dos mil veintidós. 

· Siendo inhábiles los días del 18 dieciocho de diciembre de 2021 dos mil veintiuno al 03 de enero de 2022 dos mil veintidós por haber transcurrido el segundo periodo vacacional conforme al calendario de actividades de esta Comisión.
· Consecuentemente, el 14 catorce de enero de 2022 dos mil veintidós, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, por ende, resulta claro que es oportuna su presentación. 
CUARTO. Causales de improcedencia. No se advierte actualización de  alguna causal de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia.

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama al sujeto obligado en virtud de que la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida a la Dependencia de que se trata como sujeto obligado.


SÉXTO. Estudio de los agravios. 
6.1. Agravios. El recurrente expresó como inconformidad lo siguiente: 

“…como respuesta no se me entregó respuesta alguna de la Servidor Público a quien se dirigió la solicitud.”
“Dado que no se me dio respuesta de la Servidor Público a quien se solicitaba el dato por ser la responsable directa de la elaboración de los Planes de Trabajo del Plantel, si no que me fue entregado un documento como contestación  a la solicitud 317/558/2021 firmado por persona distinta, que no cuenta con carácter de servidor público, considero que fue violentada la debida confidencialidad y destino de mi solicitud de mi solicitud, por lo que solicito que se proceda  conforme corresponde al respecto por violación a la confidencialidad y que me sea entregada la respuesta solicitada a la Servidor Público que se le pidió.”
6.1.1. Caso concreto. Es dable colegir que la presente Resolución tiene por objeto determinar si el sujeto obligado garantizó el derecho de acceso a la información pública del particular, en razón del agravio expresado.
6.1.2. Agravio fundado 

Ello derivado de las manifestaciones realizadas por el particular y atendiendo a que el presente recurso fue admitido a trámite por la hipótesis establecida en el numeral 167 fracción X relativa a la falta de trámite, entre otras, de la Ley de la materia, esta Comisión advierte  que el escroto de solicitud de información inicial, se efectuó en seguimiento a un escrito signado por el Presidente de la Asociación de Padres de Familia de la Escuela Primaria Ramón G. Bonfil, en la que se aprecian diversas cotizaciones (anexo adjunto por la parte recurrente); luego entonces, quien dio contestación en el expediente del que deriva el presente recurso fue de igual manera, emitido por el aludido Presidente de la Asociación de Padres de Familia; pues se presume , es responsable de la Información proporcionada. Deducción de lo anterior a la que se llega de conformidad con lo previsto en el numeral 116 fracción II, de la Ley de Educación vigente en el Estado, que estipula: 
“ARTÍCULO 116. Las asociaciones de madres y padres de familia tendrán por objeto:

II. Colaborar para una mejor integración de la comunidad escolar, así como en el mejoramiento de los planteles;”
Además, en el caso concreto es importante tomar en consideración el siguiente acuerdo emitido y aprobado por el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública:
“ACUERDO CEGAIP-627/2008, aprobado en Sesión Ordinaria de Consejo, celebrada el cinco de noviembre de dos mil ocho. ASOCIACIONES DE PADRES DE FAMILIA COMO ENTES OBLIGADOS A fin de garantizar los principios constitucionales tanto a nivel federal como local en cuanto al derecho de información se refiere y para efecto de que las personas tengan asegurado un mejor derecho a la información, así como el acceso a la mismas, esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con los artículos 6, párrafo segundo, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17 Bis, Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de San Luis Potosí, 2, fracción I, 3, fracción XII, 5, 81, 82, 84, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública vigente en el Estado de San Luis Potosí, abandona el criterio establecido en cuanto a que las Asociaciones de Padres de Familia de conformidad con artículo 3, fracción XII la Ley de la materia no eran Entes Obligados. 
Del análisis del artículo 3, fracción XII, de la invocada Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí en su parte final y por un una nueva reflexión sobre el tema, permite considerar que debe abandonarse el criterio sostenido por este Órgano Colegiado en el que se había determinado que las Asociaciones de Padres de Familia no son Entes Obligados y por ende, se aparta de este criterio y sostiene uno nuevo en el sentido de que dichas asociaciones para efectos del artículo citado y su fracción invocada sí son Entes Obligados como se razona a continuación: 
Así pues, para determinar lo anterior, es necesario el análisis de las facultades de la Asociación de Padres de Familia de acuerdo a lo siguiente. 
Los artículos 1, 14, 54 y 56 de la Ley Federal de Educación disponen lo siguiente: 
“ARTICULO 1. -Esta ley regula la educación que imparten el Estado -Federación, Estados y Municipios-, sus organismos descentralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios. Las disposiciones que contiene son de orden público e interés social.” 
“ARTICULO 14.- El Poder Ejecutivo Federal expedirá los reglamentos necesarios para la aplicación de esta ley.” 
“ARTICULO 54.-Las asociaciones de padres de familia tendrán por objeto: I.-Representar ante las autoridades escolares los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados; II.-Colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes; III.-Participar en la aplicación de las cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las asociaciones hagan al establecimiento escolar.
“ARTICULO 56.- La organización y el funcionamiento de las asociaciones de padres de familia se sujetarán a lo que disponga el reglamento relativo en lo concerniente a sus relaciones con las autoridades de los establecimientos educativos.” De igual modo el artículo 67, fracción I, II, III, IV y V de la Ley General de Educación disponen: 
“Artículo 67.Las asociaciones de padres de familia tendrán por objeto: I.- Representar ante las autoridades escolares los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados; II.- Colaborar para una mejor integración de la comunidad escolar, así como en el mejoramiento de los planteles; III.- Participar en la aplicación de cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las propias asociaciones deseen hacer al establecimiento escolar; IV.- Proponer las medidas que estimen conducentes para alcanzar los objetivos señalados en las fracciones anteriores, e V.- Informar a las autoridades educativas y escolares sobre cualquier irregularidad de que sean objeto los educandos. Las asociaciones de padres de familia se abstendrán de intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos educativos. La organización y el funcionamiento de las asociaciones de padres de familia, en lo concerniente a sus relaciones con las autoridades de los establecimientos escolares, se sujetarán a las disposiciones que la autoridad educativa federal señale. 
Por su parte, los preceptos 31, fracción X, 40, fracción XXIX y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado De San Luis Potosí, disponen: 
“ARTICULO 31. Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, el Ejecutivo contará con las siguientes dependencias: X. Secretaría de Educación…” 
“ARTICULO 40. A la Secretaría de Educación corresponde el despacho de los siguientes asuntos:…XXIX. Promover la participación de los padres de familia y de la sociedad en general en el que hacer educativo, a través de las asociaciones de padres de familia y de los consejos de participación social, de conformidad con la normatividad legal establecida…XXXIII. Las demás que le señalen las leyes y reglamentos vigentes en el Estado.” 
A su vez, los artículos 1, 2, 22, fracción XXI, 68, 88, fracciones IV, VI, VII y VIII, 90, fracciones I, II, III y IV, 90 Bis, fracciones I, II, III y IV, 90 Ter, fracciones I, II, 90 Cuater, fracciones I, II, III y IV y 95 fracción XII. de la Ley de Educación del Estado de San Luis Potosí, disponen: 
“ARTICULO 1º.Esta Ley es de observancia general, de orden público e interés social; regula la educación que impartan el Gobierno del Estado de San Luis Potosí, sus Municipios, sus organismos descentralizados y órganos desconcentrados, así como los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial de estudios y los que transfiera el Gobierno Federal.” 
“ARTICULO 2º. La educación que se imparta en la Entidad se regirá conforme a los principios y lineamientos establecidos en el artículo 3º y demás relativos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, los contenidos en la presente Ley, las normas, convenios y demás disposiciones que de ellas se deriven.” 
“ARTICULO 22. Corresponden de manera exclusiva a la autoridad educativa estatal, las atribuciones siguientes: XXI. Promover la participación de los padres de familia y de la sociedad en general, en el que hacer educativo, a través de las asociaciones correspondientes y de los consejos de participación social, de conformidad con la normatividad general establecida…” 
“ARTICULO 68. Las autoridades educativas estatales y municipales apoyarán y crearán instituciones, organismos, asociaciones culturales y artísticas que fortalezcan la calidad de la educación.” 
“ARTICULO 88. Son derechos de quienes ejercen la patria potestad o la tutela: IV. Formar parte de las asociaciones de padres de familia y de los consejos de participación social, a que se refiere este capítulo… VI. Actuar en forma conjunta con las asociaciones de padres de familia, en la toma de decisiones, incluyendo la determinación y destino de las aportaciones voluntarias VII. Ser informados por la asociación de padres de familia, de la cual formen parte, de la administración de las aportaciones, la situación financiera que guardan, así como de todas las actividades que realicen en su gestión, y VIII. Los demás establecidos en las leyes y reglamentos respectivos.” 
“ARTICULO 90. La organización y el funcionamiento de las asociaciones de padres de familia en lo concerniente a sus relaciones con las autoridades y personal de los establecimientos escolares, se sujetarán a las disposiciones que la autoridad educativa federal señale y al reglamento respectivo. Las asociaciones de padres de familia se abstendrán de intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos educativos. Las asociaciones de padres de familia tendrán por objeto: I. Representar ante las autoridades escolares, los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados; II. Colaborar para una mejor integración de la comunidad escolar, así como en el mejoramiento de los planteles III. Participar en la aplicación de cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las propias asociaciones deseen hacer al establecimiento escolar IV. Proponer las medidas que estimen conducentes para alcanzar los objetivos señalados en las fracciones anteriores…” 
“ARTICULO 90 BIS. Las asociaciones de padres de familia tendrán por objeto: I. Representar ante las autoridades escolares, los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados II. Colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar, y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes III. Proponer las medidas que estimen conducentes para alcanzar los objetivos señalados en las fracciones anteriores, y IV. Las demás que dicten las leyes y ordenamientos aplicables.” 
“ARTICULO 90 TER. Las asociaciones de padres de familia tienen las siguientes atribuciones: I. Proponer y promover, en coordinación con las autoridades escolares y educativas, las acciones necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento. II. Reunir fondos para los fines de mejoramiento en la infraestructura escolar. …” 
“ARTICULO 90 QUATER. Las asociaciones de padres de familia tienen las siguientes obligaciones: I. Registrar ante la Secretaría de Educación Pública en el Estado, su conformación e integración, acompañando los documentos y constancias correspondientes. Ningún padre de familia podrá ser miembro de la asociación de padres de familia de institución educativa, en la cual sus hijos o pupilos no se encuentren inscritos. II. Acordar, de manera conjunta con los padres de familia asociados, el monto de las aportaciones, y el destino de las mismas III. Informar a los padres de familia o tutores, de todas sus actividades, y de la administración de los fondos, y la situación financiera en que se encuentra la asociación IV. Sujetarse a lo que prevenga el reglamento aplicable…”
“ARTICULO 95. Son infracciones de quienes prestan servicios educativos: XIII. Solicitar a los educandos aportaciones en efectivo o en especie, sin el acuerdo previo de la asociación de padres de familia…” En tanto las hipótesis normativas 1, 2, 3, 4, fracciones I, II, III, 6, fracciones I, II, III, IV y IX, 7, fracción I, incisos a) y b), 8, 9, 11, 16, 17, 20, fracciones I, II, III y IV, 24, fracción III, 56 y 57 del Reglamento de Asociaciones de Padres de Familia establecen: 
“ARTÍCULO 1º. El presente reglamento regirá la organización y funcionamiento de las asociaciones de padres de familia que se constituyan en las escuelas de educación preescolar, primaria y secundaria, dependientes de la Secretaría de Educación Pública y en las escuelas de estos tipos que la propia Secretaría autorice, reconozca o registre, conforme a la Ley Federal de Educación.” “ARTÍCULO 2º. Las asociaciones de padres de familia, deberán constituirse y registrarse de conformidad con la Ley Federal de Educación y este reglamento.”
“ARTÍCULO 3º. Los padres de familia, los tutores y quienes ejerzan la patria potestad, tendrán derecho a formar parte de las asociaciones a que se refiere el presente ordenamiento.” 
“ARTÍCULO 4º. El objeto de las asociaciones de padres de familia será: I.- Representar ante las autoridades escolares los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados. II. Colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes. III. Participar en la aplicación de las cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las asociaciones hagan al establecimiento escolar…” 
“ARTÍCULO 6º. Para el cumplimiento de su objeto, las asociaciones de padres de familia tendrán las siguientes atribuciones: I. Colaborar con las autoridades educativas en las actividades que éstas realicen; II. Proponer y promover, en coordinación con los directores de las escuelas y, en su caso, con las autoridades escolares y educativas, las acciones y obras necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento; III. Reunir fondos con aportaciones voluntarias de sus miembros para los fines propios de las asociaciones. IV. Fomentar la relación entre los maestros, los alumnos y los propios padres de familia para un mejor aprovechamiento de los educandos y del cumplimiento de los planes y programas educativos. IX. Proporcionar a la Secretaría de Educación Pública la información que ésta les solicite para efectos del presente Reglamento…Las atribuciones que anteceden se ejercerán en forma coordinada con los directores de las escuelas o con las autoridades escolares y educativas competentes, y requerirán de su acuerdo expreso para toda actividad que se comprenda entre las funciones y responsabilidades exclusivas que las citadas autoridades tienen a su cargo.”
 “ARTÍCULO 7º. Para el cumplimiento de su objeto en los términos previstos de este reglamento: I. Las asociaciones de las escuelas: a) Representarán a los padres de familia, tutores y a quienes ejerzan la patria potestad miembros las mismas; b) Tratarán sus problemas, propuesta de soluciones y ofertas de colaboración con los respectivos directores de las escuelas, supervisores escolares y con las asociaciones estatales a que pertenezcan…” 
“ARTÍCULO 8º. Las asociaciones que anteceden elaborarán y aprobarán sus estatutos, los que observarán estrictamente las disposiciones de este reglamento por cuanto a su organización y funcionamiento y en todo lo concerniente a su relación con las autoridades educativas.” 
“ARTÍCULO 9º. En cada establecimiento de educación preescolar, primaria y secundaria, dependiente de la Secretaría de Educación Pública y en los de estos tipos de la propia Secretaría autorice, reconozca o registre, conforme a la ley, habrá una asociación integrada por los padres de familia, tutores o quienes ejerzan la patria potestad.”
 “ARTÍCULO 11º. Los directores de las escuelas de educación preescolar, primaria y secundaria, convocarán a las personas a que se refiere el artículo 9º de este reglamento, dentro de los primeros quince días siguientes a la iniciación de cada ciclo escolar, para que, reunidas en asamblea, constituyan la asociación de padres de familia de las escuelas y elijan a su mesa directiva, en los términos que más adelante se establecen, levantándose las actas correspondientes, con la formalidad que señala el artículo 49….” “
ARTÍCULO 16º. El domicilio de las asociaciones de las escuelas será el mismo de los establecimientos escolares en que estén constituidas…” 
“ARTÍCULO 17º. Las asociaciones de padres de familia que menciona el artículo 5º de este ordenamiento, acordarán estatutariamente o mediante acuerdos especiales, el financiamiento para su operación. La Secretaría de Educación Pública podrá considerar programas específicos que presenten las asociaciones, dentro del marco jurídico que les corresponde, para eventualmente conceder su apoyo financiero.”
 “ARTÍCULO 20º. Son órganos de gobierno de las asociaciones de padres de familia: I. Las asambleas de las asociaciones de cada escuela; II. Los consejos de las asociaciones estatales y del Distrito Federal, que son sus propias asambleas; III. El consejo de la Asociación Nacional de Padres de Familia, que es su asamblea y, IV. Las mesas directivas de las asociaciones.” 
“ARTÍCULO 24º. Las asambleas de las asociaciones de padres de familia de las escuelas, así como los consejos de las asociaciones estatales y el del Distrito Federal a que se refiere este ordenamiento, se reunirán para conocer los siguientes asuntos:… III. Acordar y proponer las aportaciones voluntarias en numerario, bienes y servicios de los asociados…”
 “ARTÍCULO 56°. El Secretario de Educación Pública dictará los acuerdos y expedirá las instrucciones para promover la integración de las asociaciones y regular su funcionamiento y organización en lo previsto por este reglamento.”
“ARTÍCULO 57°. Las Asociaciones de Padres de Familia deberán limitarse a realizar sus labores dentro del marco legal que señala su objeto; se abstendrán de intervenir en los aspectos técnicos y administrativos de los establecimientos educativos; no efectuarán actividades lucrativas en beneficio de sus asociados y ajustarán su actividad a las previsiones del artículo 3º. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Federal de Educación y de este reglamento.” 
Pues bien, de todo lo anterior se pone en evidencia que las Asociaciones de Padres de Familia que están comprendidas dentro de los planteles escolares, si son Entes Obligados para efectos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
En efecto, la Ley Federal de Educación regula la educación que imparte el Estado, y que el Poder Ejecutivo Federal expedirá los reglamentos necesarios para la aplicación de dicha ley y, con base en esto, las Asociaciones de Padres de Familia tienen por objeto, además de representar ante las autoridades escolares los intereses que en materia educativa sean comunes a los asociados, el de colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes, participar en la aplicación de las cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las asociaciones hagan al establecimiento escolar y que para su organización y el funcionamiento las Asociaciones de Padres de Familia se sujetarán a lo que disponga el reglamento relativo en lo concerniente a sus relaciones con las autoridades de los establecimientos educativos. Por su parte la Ley Orgánica de la Administración Pública de este Estado, establece que para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, el Ejecutivo contará, entre otras, con la Secretaría de Educación y que a ésta le corresponde el despacho, de varios asuntos y, entre ellos el de promover la participación de los padres de familia y de la sociedad en general en el que hacer educativo, a través de las Asociaciones de Padres de Familia y que la ley de Educación también de este Estado, regula la educación que impartan el Gobierno y que dicha educación se regirá conforme a los principios y lineamientos establecidos en el artículo 3º y demás relativos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación, y la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, por lo que corresponde de manera exclusiva a la autoridad educativa estatal, las atribuciones de promover la participación de los padres de familia y de la sociedad en general, en el que hacer educativo, a través de las asociaciones correspondientes, además de que la organización y el funcionamiento de dichas asociaciones de padres en lo concerniente a sus relaciones con las autoridades y personal de los establecimientos escolares, se sujetarán a las disposiciones que la autoridad educativa federal señale y al reglamento respectivo y tendrán por objeto, entre otras facultades, de colaborar para una mejor integración de la comunidad escolar, así como en el mejoramiento de los planteles, participar en la aplicación de cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las propias asociaciones deseen hacer al establecimiento escolar y conducentes para alcanzar sus objetivos señalados, además de tener las atribuciones de proponer y promover, en coordinación con las autoridades escolares y educativas, las acciones necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento y reunir fondos para los fines de mejoramiento en la infraestructura escolar, que tienen la obligación de registrarse ante la Secretaría de Educación Pública en el Estado en cuanto a su conformación e integración A su vez, el Reglamento de la Asociación de Padres de Familia rige la organización y funcionamiento de éstas, que se constituyan en las escuelas de educación preescolar, primaria y secundaria, dependientes de la Secretaría de Educación Pública y que su objeto es, entre otros, colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes y participar en la aplicación de las cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las asociaciones hagan al establecimiento escolar y que para el cumplimiento de su objeto, tienen además las atribuciones de proponer y promover, en coordinación con los directores de las escuelas y, en su caso, con las autoridades escolares y educativas, las acciones y obras necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento; reunir fondos con aportaciones voluntarias de sus miembros para los fines propios de las asociaciones y fomentar la relación entre los maestros, los alumnos y los propios padres de familia para un mejor aprovechamiento de los educandos y del cumplimiento de los planes y programas educativos y, que dichas atribuciones se ejercerán en forma coordinada con los directores de las escuelas o con las autoridades escolares educativas competentes y que las asociaciones de las escuelas representarán a los padres de familia, tutores y a quienes ejerzan la patria potestad miembros las mismas y que tratarán sus problemas, propuesta de soluciones y ofertas de colaboración con los respectivos directores de las escuelas, supervisores escolares y con las asociaciones estatales a que pertenezcan, por ello en cada establecimiento de educación preescolar, primaria y secundaria, dependiente de la Secretaría de Educación Pública y en los de estos tipos que la propia Secretaría autorice, reconozca o registre, conforme a la ley, habrá una asociación integrada por los padres de familia, tutores o quienes ejerzan la patria potestad y que el domicilio de las asociaciones de las escuelas será el mismo de los establecimientos escolares en que estén constituidas por lo anterior las asambleas de las asociaciones de cada escuela son órganos de gobierno, por último, que no efectuarán actividades lucrativas en beneficio de sus asociados y ajustarán su actividad a las previsiones del artículo 3º. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley Federal de Educación y de este reglamento. De lo anterior se pone en evidencia que, ya sea de la legislación federal o local, las Asociaciones de Padres de Familia tiene por objeto colaborar para mejorar la integración de la comunidad escolar y mejorar los planteles que dependen de la Secretaría de Educación Pública, participar en la aplicación de cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las propias asociaciones deseen hacer al establecimiento escolar, proponer y promover, en coordinación con las autoridades escolares y educativas, las acciones necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento y reunir fondos para los fines de mejoramiento en la infraestructura escolar. Ahora bien, del referido artículo 3, fracción XII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, establece que:
 “ARTICULO 3° Para efectos de esta Ley se entiende por:…XII. ENTES OBLIGADOS: los Poderes del Estado, los ayuntamientos, los organismos constitucionales autónomos , los tribunales administrativos, las dependencia y entidades que conforman la administración pública centralizada y descentralizada del Estado y los municipios, los partidos y agrupaciones políticas con registro o inscripción estatal, y en general, cualquier persona física o moral, pública o privada, que recaude, administre, maneje o ejerza recursos públicos, o que tengan concesionada la explotación de bienes del dominio público o la prestación de un servicio público; así como las personas de derecho público y privado, cuando en el ejercicio de sus actividades actúen en auxilio de los órganos antes citados, reciba subsidio o subvención pública; o manejen fondos integrados por financiamiento, aportaciones y subvenciones privadas nacionales e internacionales destinadas a financiar actividades relacionadas con la función pública. Para poner en evidencia la anterior definición de la Ley, es necesario desglosarla: 1.-“…así como las personas de derecho público y privado…” De lo anterior, las Asociaciones de Padres de Familia, es una persona privada, pues están como ya se dijo en los artículos que preceden están constituidas en “asociaciones” que de acuerdo a la definición en el artículo 25, fracción VI, estable que son personas morales las asociaciones que se propongan fines políticos, científicos, artísticos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, siempre que no fueren desconocidas por la ley y en el precepto 2670 del mismo Código dispone que cuando varios individuos convinieren en reunirse, de manera que no sea enteramente transitoria, para realizar un fin común que no esté prohibido por la ley y que no tenga carácter preponderantemente económico, constituyen una asociación, es por ello que aquéllas son personas de derecho privado. 2.- “…cuando en el ejercicio de sus actividades actúen en auxilio de los órganos antes citados, reciba subsidio o subvención pública…” De esto, se advierte que las Asociaciones de Padres de Familia, están constituidas preponderantemente para colaborar en el mejoramiento de la comunidad escolar y proponer a las autoridades las medidas que estimen conducentes y participar en la aplicación de las cooperaciones en numerario, bienes y servicios que las asociaciones hagan al establecimiento escolar, proponer y promover, en coordinación con los directores de las escuelas y, en su caso, con las autoridades escolares y educativas, las acciones y obras necesarias para el mejoramiento de los establecimientos escolares y de su funcionamiento. Es decir, actúan en auxilio de la Secretaría de Educación para el cumplimiento de los objetivos de ésta, pues de acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, en su vigésima segunda edición 2001, en su primera acepción, la definición de auxilio es: “…Ayuda, socorro, amparo…” y de acuerdo a lo manifestado en el párrafo anterior dichas asociaciones evidentemente ayudan a la Secretaría de Educación Pública, con la única limitante de que se abstendrán de intervenir en los aspectos pedagógicos y laborales de los establecimientos educativos. Y, además pueden recibir subsidios o subvención pública de acuerdo al artículo 17 del reglamento de dichas asociaciones, pues aquel dispone que la Secretaría de Educación Pública podrá considerar programas específicos que presenten las asociaciones, dentro del marco jurídico que les corresponde, para eventualmente conceder su apoyo financiero. 3.-“…o manejen fondos integrados por financiamiento, aportaciones y subvenciones privadas nacionales e internacionales destinadas a financiar actividades relacionadas con la función pública.” 
Es evidente, que de acuerdo a todos lo artículos que rigen la vida de las Asociaciones de Padres de Familia, ésta, entre otras cosas, necesariamente debe de reunir fondos a través de las aportaciones voluntarias de sus miembros para un mejor aprovechamiento de los educandos y del cumplimiento de los planes y programas educativos, es por ello que sus aportaciones están destinadas a financiar actividades relacionadas con las Secretaría de Educación Pública, pues dichas aportaciones las realizan los padres de familia para el mejoramiento de los establecimientos escolares y su infraestructura, además de que las referidas asociaciones dependen de la Secretaría de Educación Pública y es ésta la que las autoriza, reconoce y registra conforma a la Ley Federal de Educación. 
De todo lo anterior se llega a la conclusión de que las Asociaciones de Padres de Familia sí son Entes Obligados para la ley de la materia, pues como ya quedó descrito, aquéllas, con las aportaciones voluntarias de sus agremiados, en esencia están creadas para auxiliar y llevar a cabo los programas de la Secretaría de Educación Pública. 
Es pertinente precisar que, se debe analizar el caso concreto de lo que se pide a cada asociación, porque por más que éstas sean Entes Obligados para la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, de la información que se les solicita, pueden aparecer datos que sean de las clasificadas como información confidencial y fuera de estos supuestos, dicha persona moral, está obligada a proporcionar la información que se les solicite como ya quedó precisado.

En ese mismo tenor, en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se prevé lo siguiente: 

“…ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 143. Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas en el presente Título.

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos.

ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información; 

II. II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento; 

III. III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

IV.  IV. Notificará al órgano interno de control o equivalente del sujeto obligado quien, en su caso, deberá iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa que corresponda. 

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma…”

De los preceptos transcritos, se advierte que las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deben garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información.

Asimismo, se establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en el que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar en que se encuentre así lo permita.

Así prevé que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

Además, ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado debe demostrar que la información solicitada esta prevista en las excepciones contenidas en esta Ley o en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades competencias o funciones.

Se debe garantizar que las solicitudes se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones. 

Ahora bien, en el caso concreto, de las constancias que obran en el presente expediente no se advierte que ésta haya verificado el procedimiento de búsqueda realizado por la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, ello en razón de que  si bien consultó al Presidente de la Asociación de Padres de Familia lo cierto es que existen otras unidades administrativas que en su caso podrían conocer de lo requerido. dando certeza al solicitante de que la búsqueda realizada fue exhaustiva y congruente.

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión no aprecia violación correspondiente a la debida confidencialidad y destino de la solicitud de acceso a la información, que dio origen al presente recurso en consecuencia resulta fundado el agravio del particular.


6.2. Sentido y efecto de esta resolución.

En las condiciones anotadas y, al haber resultado uno fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto, lo conmina a que emita otra respuesta en la que permita el acceso y;:

· Realice el procedimiento de búsqueda y localización de la información por parte del sujeto obligado, en el entendido que se debe llevar a cabo una búsqueda exhaustiva y razonable de la información requerida, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 143, 151 y 153 de la Ley de la materia. Esto a la luz de los parámetros establecidos en la presente resolución, y para el caso de que determine que existe algún otra área competente de contar con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, notifique al hoy recurrente la respuesta correspondiente.
6.3. Modalidad.
· La información será entregada en la modalidad solicitada por el recurrente, y en caso de imposibilidad de forma fundada y Motivada,  señalara otro medio, que será a través del correo electrónico que el solicitante señaló, lo anterior conforme al numeral 149
 y 165
 de la ley de la materia.

6.4. Precisiones de esta resolución.

De conformidad con la última parte del artículo 175 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada, en la inteligencia de que esta deberá ponerse a disposición del aquí recurrente en alguna de las Unidades de Transparencia de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado, ello de conformidad con los artículos 54 fracción VIII, 55 y 151 de la ley de la materia, así como en el acuerdo de Pleno CEGAIP-428/2018 S.E., emitido en sesión extraordinaria de 20 de abril de 2018 dos mil dieciocho. 

· El sujeto obligado deberá de cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá de elaborar la versión pública a costa del solicitante.

6.5. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.6. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

6.7. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

6.8. Medios de impugnación.

Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que contra de la    presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

RESOLUTIVOS

ÚICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando sexto de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y al recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados José Alfredo Solis Ramírez, Mariajosé González Zorzosa y Licenciado David Enrique Menchaca Zúñiga, Presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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� ARTÍCULO 149. De manera excepcional, cuando, de forma fundada y motivada, así lo determine el sujeto obligado, en aquellos casos en que la información solicitada que ya se encuentre en su posesión implique análisis, estudio o procesamiento de Documentos cuya entrega o reproducción sobrepase las capacidades técnicas del sujeto obligado para cumplir con la solicitud, en los plazos establecidos para dichos efectos, se podrán poner a disposición del solicitante los Documentos en consulta directa, salvo la información clasificada.  


En todo caso se facilitará su copia simple o certificada, así como su reproducción por cualquier medio disponible en las instalaciones del sujeto obligado o que, en su caso, aporte el solicitante.  





�ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I.   El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información;  


II.  El costo de envío, en su caso, y  


III.  El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda.  


Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita.  


Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes.  


La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las   circunstancias socioeconómicas del solicitante.  


Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.  


Las cuotas de los derechos a que se refiere el artículo 62 de esta Ley, se publicarán en los sitios de Internet de los sujetos obligados. En su determinación se deberá considerar que los montos permitan o faciliten el ejercicio del derecho de acceso a la información, asimismo se establecerá la obligación de fijar una cuenta bancaria única y exclusivamente para que el solicitante realice el pago íntegro del costo de la información que solicitó.   






